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Doctor Arroyo, Nuevo León, 27 veintisiete de enero de 2026 dos mil veintiséis. 
 
 

Visto para resolver en definitiva el expediente **********, relativo al juicio 

ordinario  civil  sobre  desconocimiento  de  paternidad  promovido  por 

********************, respecto del infante identificadocon las iniciales **********, en 

contra de **********, del Oficial **********del Registro Civil de**********, y del **********. 

Una vez analizada la demanda, la contestación, las pruebas aportadas y 

desahogadas, cuanto más consta en autos, convino, debió verse, y: 

 
R e s u l t a n d o 

 
Primero.- Por escrito presentado el **********, ante este juzgado compareció 

********** a promover juicio ordinario civil sobre desconocimiento de paternidad en 

contra de **********, del Oficial**********del Registro Civil de**********, y del **********, 

ocurso en el que se reclaman los conceptos que enseguida se plasman: 

a.- Declaración judicial de que el promovente no es padre biológico del infante identificado 

con las iniciales ********** 
b.- Como consecuencia de lo anterior, se declare judicialmente la modificación del acta de 

nacimiento del infante identificado con las iniciales **********, a efecto de que en la misma se hagan 
las anotaciones correspondientes, omitiendo en el apartado los datos del promovente, así como 
también los nombres de los abuelos paternos y cualquier otro dato relativo a sus datos personales y 
de su familia. 

c.- Nulidad de la pensión alimenticia decretada en los autos del expediente judicial 
**********, tramitado ante el juzgado al que me dirijo, por cuanto hace a la pensión alimenticia 
correspondiente al niño identificado con las iniciales **********. 

d.- Se declare judicialmente la nulidad de la Clave Única del Registro de Población (CURP) 
que hasta la fecha ha correspondido al niño identificado con las iniciales **********, ordenando se 
realicen las anotaciones correspondientes a la modificación de dicha Clave Única del Registro de 
Población (CURP). 

e.- Pago de los Gastos y Costas que se originen con motivo de la 
Tramitación del Presente Juicio. 

 

Además, el actor expuso los hechos en que fundamentó su acción, ofreció 

pruebas e invocó los preceptos legales que estimó aplicables al presente caso y 

solicitó que, previos los demás trámites legales, se dictara, en su oportunidad, la 

sentencia correspondiente favorable a sus pretensiones. 

 
Segundo.- La demanda se admitió a trámite, se emplazó a los demandados 

y, por auto del 25 veinticinco de agosto 2025 dos mil veinticinco se tuvo al 

Oficial**********del Registro Civil de**********contestando en sentido negativo y por 

resolución del 17 diecisiete de septiembre del mismo año al Director del Registro 

Civil **********contestando en forma extemporánea, y por lo que respecta a **********, 

se le tuvo por contestando mediante escrito recibido por este juzgado el **********, 

ordenado dar vista a la parte actora para efecto de que formulara su réplica, sin que 

hiciera uso de tal derecho. 

Tercero.- Una vez fijada la litis en el juicio, se calificaron las pruebas 

ofrecidas por la parte actora y la demandada, luego el 7 siete de octubre de 2025 

dos mil veinticinco se celebró la audiencia de pruebas y alegatos; posteriormente, 
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el 15 quince de diciembre de 2025 dos mil veinticinco se reanudó la audiencia de 

pruebas y alegatos, la cual, una vez concluida, se ordenó dictar la sentencia 

correspondiente, la que ha llegado el momento de pronunciar con arreglo a derecho, 

y; 

 
C o n s i d e r a n d o: 

 
Primero.- De conformidad con los artículos 14 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 19 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, 

y 401 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, las 

controversias judiciales del orden civil se deberán resolver conforme a la letra de la 

ley o a su interpretación jurídica; y a falta de ley, se resolverán conforme a los 

principios generales de derecho. 

 
Los artículos 400, 402 y 403 del código procesal civil de la entidad señalan 

que la sentencia definitiva es la que decide el negocio principal, e interlocutoria, la 

que decide sobre una cuestión secundaria tratada en forma de incidente. Las 

sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas, 

contestaciones, réplicas y dúplicas, así como, en su caso, con la reconvención, 

contestación, réplica y dúplica y con las demás pretensiones deducidas 

oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado y decidiendo 

todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. 

 
Segundo.- Enseguida se procede a verificar si se satisfacen los 

presupuestos procesales necesarios para entrar al fondo del asunto. 

 
Competencia: La competencia de este juzgado para conocer del presente 

asunto se sustenta en los artículos 98, 99, 100, y 111, fracción XV, del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, en relación con el artículo 38 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, toda vez, que se 

trata del órgano jurisdiccional dentro de cuya adscripción territorial se encuentra 

ubicado el domicilio del infante. 

 
Personalidad: La parte actora compareció a este juicio por sus propios 

derechos, por lo que respecta a la demandada, en su calidad de madre del infante, 

por lo que se actualiza el supuesto del artículo 30 Bis del Código Civil para el Estado 

de Nuevo León, sin que obre prueba que contradiga su capacidad de ejercicio. En 

ese sentido, en términos del artículo 9 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Nuevo León, se encuentra justificada la personería del promovente y de 

la demandada. 
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Vía: La vía elegida por el actor para decidir la presente controversia es la 

correcta, acorde con el artículo 638 de la codificación procesal civil en cita, toda vez, 

que las controversias que no tuvieran señalada tramitación especial se ventilarán 

en la vía ordinaria, lo cual se surte en el caso a estudio, pues la acción de 

desconocimiento de la paternidad instada no tiene reservada por la ley tramitación 

especial, por lo que su ejercicio en la vía ordinaria es correcto. 

 
Tercero.- Se procede al estudio de la acción, tomando como principio rector 

la carga de la prueba que se consigna en el artículo 223 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, que consiste en que el actor 

debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado los de sus 

excepciones, pero sólo cuando el actor pruebe los hechos que son el fundamento 

de su demanda, el demandado está obligado a la contraprueba que demuestre la 

inexistencia de aquéllos, o a probar los hechos que, sin excluir el hecho probado 

por el actor, impidieron o extinguieron sus efectos jurídicos. 

 
Para lo anterior, se estudiará la litis planteada, las pruebas ofrecidas y 

desahogadas, a efecto de determinar si la actora cumplió con la carga de la prueba. 

 
**********promovió juicioordinario civil sobre desconocimiento de paternidad, 

respecto    del    infante    identificado    con    las    iniciales 

************************************************** y, como consecuencia de ello, 

solicita la cancelación del acta de nacimiento en la que consta que el infante 

identificado con las iniciales ********** nació el día **********, que aparecen como sus 

padres los aquí antagonistas. 

 
Acción que el promovente interpuso en contra de **********, del ********** así 

como del **********, argumentando que el **********, al materializar la separación 

provisional de cónyuges ordenada dentro del expediente **********, quedó asentado 

en autos que su esposa no sabía de quién era el bebé, refiriéndose al infante 

identificado con las iniciales ********** (foja 24 últimos dos renglones de la citada 

diligencia). 

 
Al respecto, el reconocimiento de un hijo se puede hacer conjunta o 

separadamente, el reconocimiento hecho por uno de los padres produce efectos 

respecto de él y no es revocable por quien lo hizo; en esa tesitura, tal circunstancia 

produce efectos de filiación, pues fue expedida en términos del artículo 57 del 

Código Civil para el Estado de Nuevo León. 
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Ahora, se procede a analizar si se surten los presupuestos procesales 

necesarios, dado el desconocimiento que realiza **********del niño identificado con 

las iniciales **********, a quien reconoció como su hijo, debido a que al momento del 

nacimiento del hijo se encontraba casado con********** y con quien contrajo 

matrimonio el **********, como se advierte del acta del registro civil número ****, 

que consta en el libro * de la Oficialía ********** del Registro Civil del municipio de 

**********. 

 
Por lo anterior, el promovente del presente juicio sobre desconocimiento de 

paternidad debe justificar, además que el niño no es su hijo biológico, que la acción 

que deduce la ejerció dentro del plazo de un año, contado a partir de la 

inscripción del nacimiento de la hija o hijo ante el Oficial del Registro Civil, si 

está presente; desde el día en que llegó al lugar, si estuvo ausente; desde el 

día en que descubrió el hecho, si no sabía del nacimiento; y por demanda en 

forma ante el juez competente, tal como lo disponen los artículos 64, 324, 329 y 

335 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, los cuales establecen: 

 
Artículo 64.- Cuando la hija o hijo nazca de una mujer casada, se observará lo siguiente: 

I.- Si la madre vive con su marido, en ningún caso ni a petición de persona alguna, podrá el 

Oficial del Registro Civil asentar como padre a otro que no sea el mismo marido; salvo que éste haya 

desconocido la hija o hijo y exista sentencia ejecutoria que así lo declare; 

II.- Si la madre manifiesta que no vive con su marido, en los trescientos días que precedan 

al nacimiento de la hija o hijo se asentará su nombre y el del padre distinto al marido si éste lo solicita 

con el consentimiento de la madre; en este caso la separación de los cónyuges se acreditará ante el 

Oficial del Registro Civil con cualquier constancia o documento idóneo y con la declaración de dos 

testigos en los términos del primer párrafo del artículo 59, quienes preferentemente no deberán tener 

parentesco por consanguinidad con los padres. 

El marido podrá reclamar judicialmente la paternidad constituida en los términos anteriores 

y deberá probarla a través de cualquiera de los medios de prueba autorizados por la ley. 

El plazo para hacer valer esta acción será de un año contado a partir de la inscripción 

del nacimiento de la hija o hijo ante el Oficial del Registro Civil, si está presente; desde el día 

en que llegó al lugar, si estuvo ausente; desde el día en que descubrió el hecho, si no sabía 

del nacimiento. 

 
Artículo 324.- Se presumen hijas o hijos de los cónyuges, salvo prueba en contrario: 

I.- Las hijas o hijos nacidos después de ciento ochenta días contados desde la celebración del 

matrimonio;… 

Art. 329.- Las cuestiones relativas a la paternidad de la hija o hijo nacido después de los 

trescientos días de la disolución del matrimonio o a partir de la separación de hecho de los cónyuges 

según el supuesto del artículo 64, podrán promoverse en el plazo de un año contado a partir del 

nacimiento de la hija o hijo, por la persona a quien perjudique o beneficie la filiación. 

 
Artículo 335.- El desconocimiento de una hija o hijo, de parte del marido o de sus herederos, 

se hará por demanda en forma ante el juez competente. Todo desconocimiento practicado de otra 

manera es nulo. 
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Al respecto, quien ahora resuelve considera que en la especie se cumplen 

en lo conducente los supuestos procesales señalados, debido a que, tal como se 

desprende de la diligencia del **********, llevada a cabo dentro del expediente 

**********, relativoa las diligencias de separación provisional de cónyuges, quedó 

asentadoque la demandada ********** expuso que no sabía quién era el padre del 

bebé, refiriéndose al niño identificado con las iniciales **********, (foja ********** del 

expediente **********). 

 
En tanto, la demanda que dio origen al presente procedimiento fue 

presentada el ********** de 2025 dos mil veinticinco, es decir, a los tres meses; 

además, fue interpuesta ante el juzgador que ahora resuelve por ser la autoridad 

competente para ello, debido a los razonamientos expuestos en el considerando 

anterior. 

 

 
Por consiguiente, se perocede al estudio del acervo probatorio allegado por 

la parte actora con el objeto de justificar sus aseveraciones, para estar en 

condiciones de determinar su eficacia y si por su conducto justifica los hechos en 

que basa el ejercicio de su acción. 

 
En esa tesitura, se advierte que el actor acompañó la certificación del acta 

del Registro Civil número **********, inscrita el **********, levantada por el 

Oficial**********del Registro Civil de **********, relativa al nacimiento del niño 

identificado con las iniciales **********, el cual nació el **********, a la que 

comparecieron para su registro ambos progenitores. 

 
Tal documental tiene valor probatorio pleno, en términos de los artículos 239, 

fracción II, 287, fracción IV, 289, y 369 del Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Nuevo León. 

 
Además, la parte actora ofreció la prueba confesional por posiciones a cargo 

de la demandada ********** y, dada su incomparecencia a su desahogo en la 

audiencia de pruebas y alegatos del **********, conforme al artículo 280, fraccción I, 

delCódigo de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, se hizo efectivo 

el apercibimiento ordenado en auto del **********, y se declaró confesa de las 

posiciones calificadas de legales que enseguida se transcriben: 

 
7.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que a principios del mes de marzo del año en curso, derivado 
de pláticas con su entonces esposo le hizo del conocimiento, que el menor ********************, no es su 
hijo biológico. 

 
8.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que usted informo a su entonces esposo que su hijo 
**********, fue concebido en una relación extramarital. 
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9.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que la relación extramarital referida en la posición anterior 
se dio mientras usted estaba casada con **********. 

10.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que usted promovió procedimiento de separación de 
cónyuges. 

 
11.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que al comparecer usted a la materialización de la 
separación de cónyuges, usted expreso que no sabía de quien era el bebé. (Refiriéndose al menor **********) 

14.- Que diga el absolvente si es cierto como lo es, que la duda que usted expresó respecto de la paternidad de 
su hijo **********precisada en posición anterior es debido a que usted sostuvo una relación extramarital. 

 

 

Ahora, del medio de prueba anterior se advierte un reconocimiento ficto por 

parte de **********, debido a que aceptó que el niño identificado con las iniciales 

********** no es hijo biológico del actor **********, así como que fue concebido en una 

relación extramarital que la demandada sostuvo. 

 
Reconocimiento de la demandada al que es el caso de conferir valor y 

eficacia probatoria plena, dado que fue hecho por persona capaz de obligarse, 

reconoció fictamente hechos propios, y de acuerdo con las formalidades previstas 

por la ley, de conformidad con el artículo 360 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Nuevo León. 

 
En cuanto a la prueba de declaración de parte ofrecida por el actor a cargo 

de **********, dada la incomparecencia de ésta a la audiencia de pruebas y alegatos 

del **********, en la que fue declarada confesa de las posiciones calificadas de 

legales, no se estuvo en condiciones para desahogar tal declaración, por tanto, no 

le arroja beneficio procesal alguno al actor. 

 
Además, obra en autos la prueba pericial ofrecida por la parte actora, 

consistente en la comprobación del Ácido Desoxirribonucleico (A.D.N); medio de 

prueba fundamental en el proceso, pues, quien ahora resuelve, parte de la premisa 

que los avances científicos en el campo de la genética han permitido que diversos 

asuntos legales encuentren solución con ayuda de pruebas científico-biológicas. 

 
Así, con independencia de otros medios de prueba complementarios que se 

puedan desahogar, lo atinente a establecer una correspondencia biológica entre la 

persona a quien se atribuye una relación de paternidad, es idóneo que sea 

verificable a través del desahogo de una pericial en genética. Sirve de sustento a lo 

anterior la tesis sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en materia Civil del 

Segundo Circuito que refiere: 

 
Registro digital: 176668 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
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Materias(s): Civil 
Tesis: II.2o.C.501 C 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Noviembre de 2005, 

página 911 
Tipo: Aislada 

 
PERICIAL EN GENÉTICA. SU DESAHOGO ES PREPONDERANTE EN UN JUICIO DE 
DESCONOCIMIENTO O RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD, CON INDEPENDENCIA 
DEL DERECHO A LA PRIVACÍA O INTIMIDAD. 

Tratándose de la investigación de la paternidad legal para esclarecer lo planteado en un 
asunto de desconocimiento o reconocimiento de paternidad, debe prevalecer esa 
prerrogativa en orden con la de intimidad o privacía, en razón a que en un conflicto de esa 
naturaleza sustantiva, el conocimiento o averiguación dirigida a saber quién es el progenitor 
deviene predominante al derivar del supremo derecho del menor a obtener, entre otros, su 
identidad y filiación, alimentos, casa, educación, vestido, atención médica, etcétera, así como 
la obligación común de ambos padres de proporcionar los medios económicos y condiciones 
de vida necesarios para el pleno y armonioso desarrollo intelectual y físico de un menor. 
Además, si bien es exacto que la protección a la intimidad se puede afectar con el desahogo 
de la prueba pericial en genética, que es la idónea para demostrar científica y biológicamente 
la relación paterno filial, e implica la práctica de estudios químicos y exámenes de laboratorio 
traducidos en la toma de muestras de tejidos sanguíneos u orgánicos que podrían poner al 
descubierto otras características genéticas, como diversos aspectos patológicos o de 
conducta que nada tengan que ver con la paternidad que se busca dilucidar, no menos 
verídico resulta que para preservar tal derecho a la intimidad el desahogo de dicha probanza 
se debe limitar mediante niveles de control y acceso a esa información confidencial, esto es, 
que el juzgador ha de velar porque en la práctica dicha pericial se lleve a cabo con las 
medidas de discreción, de reserva y sanitarias para salvaguardar el estado de salud de los 
progenitores y del propio menor. Incluso es patente que la información que se obtenga de 
dicho procedimiento científico será concreta y objetiva, sólo para resolver la cuestión 
controvertida. De consiguiente, en tales casos indiscutiblemente deviene preponderante el 
derecho de investigación sobre la identidad de la paternidad en el juicio de desconocimiento 
o reconocimiento de la misma, en relación con la filiación en cuanto al progenitor, frente a 
una invasión a la intimidad o privacía individual. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 176/2005. 6 de septiembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: 
Virgilio A. Solorio Campos. Secretaria: Norma Ordóñez Jiménez. 

 

Por ende, una prueba de ADN (ácido desoxirribonucleico) realizada en forma 

adecuada es considerada el método más preciso, confiable y contundente para 

establecer relaciones de paternidad-filiación, dado que está basada en un análisis 

exacto de los perfiles genéticos del padre o la madre y del hijo. 

 
En esa vertiente, la prueba fue desahogada el **********, fecha en que tuvo 

verificativo la toma de muestras genéticas correspondientes, compareciendo la 

perito **********, la parte actora **********, el infante identificado con las iniciales 

**********, así como la demandada **********, procediendo a la toma de muestra de 

sangre por punción en el dedo a las partes, mientras que al infante por punción en 

el talón izquierdo, para efectos de realizar su estudio correspondiente ordenado en 

autos. 

 
Posteriormente, por auto de **********, se tuvo a la perito designada por el 

actor emitiendo su dictamen pericial en materia de genética molecular del ácido 

desoxirribonucleico (ADN), en el que concluyó que el infante identificado con las 

iniciales **********es hijo biológico de **********, pero que no es hijo biológico de 

**********, y cuya probabilidad de paternidad calculada es del********** 
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Pericial a la que, con la libertad de valoración que otorga el artículo 379 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, esta autoridad le 

otorga valor probatorio pleno, al advertirse que la profesionista justificó la 

metodología aplicada para llegar a dicha conclusión. 

 
Aunado que se trata de un medio de convicción cuyo resultado se sustenta en 

pruebas científicas derivadas de los componenetes biológicos individuales de los 

examinados y no en meras apreciaciones, con lo que quedó probada la inexistencia 

de vínculo biológico-filial alguno entre ********** y el niño identificado con las iniciales 

********** 
 
 

Experticia, es importante destacar, que no fue impugnada por la demandada 

****** ****** ******, y ante la omisión de ésta de nombrar perito de su intención, se 

hizo efectivo el apercibimiento señalado en auto del 17 diecisiete de septiembre 

del 2025 dos mil veinticinco, por lo que el 25 veinticinco del mes y año citados se 

tuvo a la demandada por conforme con el dictamen que emitiera el perito de la 

parte actora. 

 
Además, el actor ofreció la prueba documental pública, consistente en todo 

lo actuado en autos del procedimiento relativo al acto prejudicial sobre separación 

provisional de cónyuges, radicado bajo el número de expediente **********, de la 

cual se desprende la diligencia del **********, mediante la cual se materializó la 

separación provisional de cónyuges, en donde ********** afirmó que no sabía de 

quién era el bebé identificado con las iniciales **********. 

 
La documental citada tiene valor probatorio pleno al ser un documento 

público, con fundamento en los artículos 239, fracción II, 287 y 369 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, al ser expedido por un 

funcionario dotado de fe publica. 

 
Otro elemento de convicción propuesto por el actor consiste en la confesión 

judicial espontánea, relativa a todo lo expuesto por los demandados en sus escritos 

de contestación a la demanda, en la dúplica y las realizadas en ocursos posteriores, 

en cuanto favorezca a los intereses del promovente. 

 
Probanza a la cual se niega relevancia demostrativa, ya que esta autoridad 

aprecia que, en cuanto a los hechos que la demandada aceptó como ciertos, nada 

aportan a la demostración de los argumentos torales en que el actor sustenta la 

procedencia de la presente acción. 
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Asimismo, el actor ofreció la prueba documental pública, relatuiva a las actas 

de nacimiento de sus demás hijos identificados con las iniciales ********** 

 
Documentales que tienen valor probatorio pleno, al ser documentos 

públicos, por haber sido expedidos por un Oficial del Registro Civil, con fundamento 

en l los artículos 239, fracción II, 287, fracción IV, y 369 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León; en relación con los 35, 36 y 

47 del Código Civil para el Estado de Nuevo León; sin embargo, únicamente 

acreditan el hecho número dos de la demanda, donde precisa que procreó hijos 

con la demandada. 

Por lo tanto, acorde con los antecedentes ya señalados, ha quedado 

demostrado que el actor cumplió con el imperativo de la carga de la prueba previsto 

por el artículo 223 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo 

León. 

 
 
 

Cuarto: Antes de realizar declaratoria alguna en cuanto al procedimiento 

que se resuelve, se tiene que ******************** emitió su contestación a la 

demanda instaurada en su contra, en la cual alegó, en esencia, en cuanto al punto 

toral de la presente acción, que no tenía inconveniente en que se demuestre que 

el actor no es padre biológico de su hijo, aunque manifiesta que es falso que le 

haya afirmado al actor que no es el padre de su hijo, ni que durante su matrimonio 

sostuvo una relación extramarital con otra persona. 

 
Asentado lo anterior, se procede al estudio del material probatorio aportado 

por la demandada **********. En ese sentido, para acreditar sus argumentos, la 

parte demandada ofreció como pruebas de su intención: 

 
La confesional por posiciones y declaración de parte a cargo de **********, las 

cuales se declararon desiertas en la audiencia de pruebas y alegatos del **********, 

toda vez, que la parte demandada no allegó el pliego de posiciones correspondiente 

al momento y hasta antes del inicio de la audiencia mencionada. 

 
Las pruebas instrumental de actuaciones y presuncional, en su doble aspecto 

legal y humano, estas últimas conforme a los artículos 355 y 356 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León. 

Al respecto, esta autoridad no aprecia alguna actuación o presunción que se 

pueda considerar consecuencia inmediata y directa para tener a la demandada 

acreditando los hechos narrados en su escrito de oposición, y tampoco del sumario 
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se advierte que exista algún hecho probado del que esta autoridad se encuentre en 

posibilidad de deducir como consecuencia lo aducido en tal sentido. 

 
Además, tampoco se encontró alguna prueba del actor que pudiera tomarse 

en cuenta para la acreditación de los mencionados argumentos de defensa 

opuestos por la demandada; ello en sujeción al principio de adquisición procesal, 

consistente en que las pruebas rendidas por una de las partes, no sólo a ella 

aprovechan, sino también a todas las demás, aunque no hayan participado en la 

prueba 

 
La máxima en mención tiene como fundamento lógico, según el jurista 

Eduardo Pallares en su obra “Diccionario de Derecho Procesal Civil” (25 ed., 

publicada por la Editorial Porrúa), en que “no es posible dividir la convicción del Juez 

sobre la existencia o la no existencia de los hechos litigiosos. Si por virtud de una 

prueba se produce en su ánimo la certeza respecto de dichos hechos, no importa 

quién de los litigantes haya rendido la prueba. En todo caso, la eficacia de ésta es 

indivisible.” 

 
Considerándose como base legal de lo anterior, el criterio jurisprudencial 

emitido en la Octava Época, por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Tercer Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Tomo: 59, Noviembre de 1992, Tesis: III.T. J/31, localizable en la Página: 59, cuyo 

rubro y texto dicen: 

ADQUISICION PROCESAL. LAS PRUEBAS DE UNA DE LAS PARTES PUEDEN 
BENEFICIAR A LAS DEMAS, SEGUN EL PRINCIPIO DE. Al principio de adquisición 
procesal, las pruebas de una de las partes pueden resultar benéficas a los intereses de la 
contraria del oferente, así como a los del colitigante, de ahí que las Juntas estén obligadas 
a examinar y valorar las pruebas que obran en autos, a fin de obtener con el resultado de 
esos medios de convicción, la verdad histórica que debe prevalecer en el caso justiciable. 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo 
directo 269/91. Rafael García Rojas. 23 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: 
José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: Antonio Valdivia Hernández. Amparo directo 
145/92. Ferrocarriles Nacionales de México. 20 de mayo de 1992. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Eugenio Isidro Gerardo Partida 
Sánchez. Amparo directo 198/92. Ferrocarriles Nacionales de México. 17 de junio de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: José de 
Jesús Murrieta López. Amparo directo 472/92. Ferrocarriles Nacionales de México. 9 de 
septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: 
Miguel Ángel Regalado Zamora. Amparo directo 531/92. Efrén Aguilar Orozco. 30 de 
septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. 
Secretario: José de Jesús Murrieta López. 

 

De lo que se sigue que la demandada ********** no cumplió con la carga 

probatoria que le asiste, pues no ofertó elemento de prueba alguno para desvirtuar 

los argumentos acreditados por el actor, como lo es el hecho que no es el padre 

biológico del niño identificado con las iniciales **********; lo cual origina la 

demostración de la causa invocada, consistente en la nulidad del acto jurídico 

relativo al mencionado reconocimiento de paternidad. 
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Por lo que corresponde a los codemandados **********, así como del 

**********, se advierte que el primero no ofreció pruebas, dado que no contestó, por 

lo que respecta al segundo, lo realizó en forma extemporánea. 

 
Quinto.- Portanto, se declara procedente el juicio ordinario civil sobre 

desconocimiento de paternidad promovido por **********, por sus propios derechos, 

en contra de ********** y del **********, así como del ******************** 

Ahora, es importante considerar que la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al establecer en su artículo 4°, último párrafo, como garantía 

constitucional, la obligación del Estado de proveer lo necesario para proporcionar el 

respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos, y al ratificarse 

y publicarse en el Diario Oficial de la Federación del veinticinco de enero de mil 

novecientos noventa y uno, la Convención sobre los Derechos del Niño, el Estado 

Mexicano ha dado expresa jerarquía constitucional a un aspecto del derecho a la 

identidad personal. 

 
Citando al efecto, el artículo 7° de la Convención sobre los Derechos del Niño 

que establece: 

 
“1. El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace 
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a 
ser cuidado por ellos. 2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de 
conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los 
instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro 
modo apátrida.”. 

 

 

Por su parte, los artículos 3° y 22 de la Ley para la Protección de los Derechos 

de Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 

veintinueve de mayo del dos mil, disponen: 

“Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, tiene como objetivo 
asegurarles un desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de formarse física, mental, 
emocional, social y moralmente en condiciones de igualdad. Son principios rectores de la protección 
de los derechos de niñas, niños y adolescentes: A. El del interés superior de la infancia. B. El de la 
no-discriminación por ninguna razón, ni circunstancia. C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, 
sexo, religión, idioma o lengua, opinión política o de cualquier otra índole, origen étnico, nacional o 
social, posición económica, discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquiera otra condición 
suya o de sus ascendientes, tutores o representantes legales. D. El de vivir en familia, como espacio 
primordial de desarrollo. E. El de tener una vida libre de violencia. F. El de corresponsabilidad de los 
miembros de la familia, Estado y sociedad. G. El de la tutela plena e igualitaria de los derechos 
humanos y de las garantías constitucionales.”. 

 

 
“Artículo 22. El derecho a la identidad está compuesto por: A. Tener un nombre y los apellidos 

de los padres desde que nazca y a ser inscrito en el Registro Civil. B. Tener una nacionalidad, de 
acuerdo con lo establecido en la Constitución. C. Conocer su filiación y su origen, salvo en los casos 
que las leyes lo prohíban. D. Pertenecer a un grupo cultural y compartir con sus integrantes 
costumbres, religión, idioma o lengua, sin que esto pueda ser entendido como razón para contrariar 
ninguno de sus derechos. A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el 
derecho a su identidad, las normas de cada Entidad Federativa podrán disponer lo necesario para 
que la madre y el padre los registren, sin distinción en virtud de las circunstancias de su nacimiento.” 
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Este aspecto del derecho a la identidad, consistente en que todo niño o niña 

tiene derecho en la medida de lo posible a conocer a sus padres y a ser cuidado por 

ellos; este derecho es absoluto e imprescriptible; por lo que el hecho que el niño 

tenga la certeza de quién es su auténtico progenitor constituye un principio de orden 

público que es parte del núcleo esencial del derecho fundamental a la personalidad 

jurídica, cuya importancia no sólo radica en la posibilidad de solicitar y recibir 

información sobre su origen, la identidad de sus padres y el conocimiento de su 

origen genético, sino que a partir de esos elementos, se puede derivar, por una 

parte, su derecho a tener una nacionalidad y, por otra, el derecho a que sus 

ascendientes satisfagan sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento, para su desarrollo pleno e integral. 

 
Así, en cumplimiento a la función de esta autoridad de tutelar en los 

procedimientos en que los derechos en conflicto involucran, directa o 

indirectamente, a un niño, niña o adolescente, en ejercicio de una prudente 

ponderación, a la luz del material probatorio y de las circunstancias particulares del 

caso, debido a que el niño identificado con las iniciales **********, en la actualidad 

cuenta con un año y un mes de edad aproximadamente, por lo que no ha creado 

una identidad filiatoria consolidada en el tiempo, pues por su edad no ha 

desarrollado una confianza legítima y pertenencia hacia el varón a partir de un 

vínculo de años, por ende, tampoco se han generado vínculos familiares con la 

familia extendida del actor **********. 

Por consiguiente, y justificado que el niño identificado con las iniciales 

**********no es descendiente biológico (hijo) de **********, por tanto, se priva a dicho 

infante de la filiación del referido ********** en cuanto a llevar su apellido, de ser 

alimentado por éste y de percibir la porción hereditaria y los alimentos que fije la ley, 

acorde con el artículo 389, aplicado a contrario sensu, del Código Civil para el 

Estado de Nuevo León. 

 
Lo anterior, a la luz del derecho a la tutela judicial efectiva, como a la luz del 

interés superior de la niñez y del derecho a la identidad, por lo que, velando por el 

interés superior del niño, en ejercicio del derecho humano del hijo identificado con 

las iniciales **********, a obtener su identidad y establecer la filiación, misma que trae 

aparejada una pluralidad muy relevante de derechos, incluidos la nacionalidad, el 

nombre y las relaciones familiares, se exhorta a ********** a promover la acción legal 

correspondiente, en consecuencia: 

 
Se declara la procedencia del concepto reclamado en el inciso b) y se ordena 

la cancelación parcial del acta del Registro Civil número ********** libro **********, de 
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fecha de registro **********, levantada por el Oficial ********** del Registro Civil de 

**********, relativa al nacimiento del niño identificado con las iniciales **********. 

 
Una vez que cause ejecutoria la presente resolución, con las constancias del 

caso y por los conductos debidos, remítase copia certificada de la misma al ********** 

ante quien se levantó el registro del acta relativa al nacimiento del niño identificado 

con las iniciales **********, a efecto de que realice una anotación marginal del sentido 

del presente fallo en el acta de nacimiento del afectado y en todas aquéllas en las 

que haya lugar. 

 
Además, para que suprima del apartado de padre en dicha acta el nombre 

de **********, de nacionalidad mexicana, asimismo, se deberá suprimir el nombre de 

los abuelos paternos, por igual, se deberá suprimir el apellido paterno registrado del 

niño identificado con las iniciales **********, debiendo quedar como identificado con 

las iniciales **********; atento a lo establecido en los artículos 25 Bis IV y 25 Bis V 

del Código Civil para el Estado de Nuevo León. 

 
Asimismo, para que el oficial realice la anotación correspondiente a la 

modificación de la Clave Única del Registro de Población (CURP) del niño. Además, 

el oficial deberá comunicarlo al **********, ante quien obra el duplicado, a efecto que 

quede en idénticas condiciones que el acta original, tal como se solicitó en el inciso 

d) de los conceptos reclamados en la demanda. 
 
 
 

Por lo que respecta a la prestación reclamada con el inciso c), es un hecho 

notorio que en este juzgado se radicó el expediente número **********, relativo al 

juicio oral de alimentos promovido por ********** en contra de **********, el cual se 

admitió el **********, y se fijó como pensión alimenticia provisional la cantidad de 

**********mensuales, a fin de cubrir los gastos respecto de **********, en su calidad 

de cónyuge y de los hijos **********y dado que dicha cantidad corresponde al 100% 

cien por ciento y, al dividirlo entre **********, corresponde el **********por ciento, por 

concepto de alimentos por cada uno de los integrantes del núcleo familiar, lo cual 

da la cantidad de **********. 

 

Por tanto, dicha cantidad se deberá descontar de la cantidad total que quedó 

como pago de la pensión alimenticia provisional, dada la procedencia del presente 

juicio. Por ende, una vez que cause ejecutoria la presente resolución, se podrá 

hacer el ajuste en el diverso expediente, de conformidad con los artículos 387 bis y 

1068, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo 

León. 
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Octavo.- Procede atender lo dispuesto por los artículos 90 y 91 del código 

procesal civil de la entidad, respecto del pago de gastos y costas judiciales 

derivados del presente juicio; sin embargo, es importante hacer notar lo siguiente: 

 
Al resolver el amparo directo en revisión 7293/2014, la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió criterio en el sentido que el 

artículo 91 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León –

interpretado de conformidad con el artículo 17 constitucional– sólo es aplicable a 

los juicios civiles, no así a los juicios familiares. 

 
Al respecto, la autoridad federal precisó que la condena en costas sí puede 

resultar acorde con la Constitución, siempre que las normas que prevén la condena 

en costas persigan un fin constitucionalmente válido. 

 
En tal sentido, se explicó que cuando se trata de las normas jurídicas que 

prevén la posibilidad de imponer una condena en costas a cargo de la parte litigante 

que no obtenga una resolución favorable, o a cargo de quien fuere condenado de 

conformidad con la reclamación formulada en su contra, es factible establecer que 

ese tipo de disposiciones tienen una doble finalidad, a saber: 

a) Una finalidad directa, que consiste en resarcir a la parte vencedora 
o que injustificadamente fue obligada a litigar del daño sufrido en su patrimonio 
a causa de un juicio que se vio forzado a seguir. Esto último, en atención a que no 
se puede perder de vista que en todo proceso judicial se generan una serie de 
gastos por su tramitación, tales como las copias, la preparación y desahogo de las 
pruebas, la contratación de peritos, los honorarios de los abogados, entre otros; por 
lo que las costas procesales encuentran justificación en el hecho de que quien no 
obtuvo un fallo favorable deberá de cubrir al vencedor el monto de tales 
erogaciones. 

 
b) Una finalidad indirecta, consistente en desincentivar en los 

gobernados el inicio y/o seguimiento de juicios ociosos, evidentemente 
injustificados o que tramitan a sabiendas de que no se tiene la titularidad de 
un derecho que justifique su substanciación. Lo anterior, pues basta atender a 
un argumento lógico para concluir que una persona que de antemano sabe 
(o puede establecer con un alto grado de probabilidad) que no obtendrá un fallo 
favorable, se abstendrá en mayor medida de promover un juicio cuando existe 
la posibilidad de ser condenada en costas que cuando no existe tal posibilidad, lo 
que incide necesariamente en el número de conflictos entre las partes y, por lo 
tanto, en la función esencial del Estado de impartir justicia en forma pronta 
y expedita. 

 
 

Se destacó que, por regla general, las dos finalidades anteriores se 

pueden considerar como constitucionalmente válidas respecto de las normas 

que prevén la posibilidad de imponer una condena al pago de costas; sin 

embargo, existen casos de excepción en los cuales esas finalidades son 

precisamente las que tornarían inconstitucional una norma que prevé el pago de 

costas. 
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La Primera Sala expresó que entre estos supuestos de excepción se ubican 

los procedimientos jurisdiccionales familiares, en que no siempre es factible 

considerar que las normas que prevén la posibilidad de la imposición de una 

condena en costas persiguen un fin constitucionalmente válido. 

 
Pues habrá casos los que imponer una condena al pago de costas a la 

parte perdedora derivará en desincentivar a las partes litigantes la defensa 

jurisdiccional de derechos sustantivos propios o ajenos (como los de los hijos) que 

incluso son reconocidos dentro de la propia Constitución y que son considerados 

de orden público e interés social. 

 
Esto, porque en materia familiar se debe privilegiar el derecho de acceso a 

la tutela judicial, a fin de que, mediante una autoridad jurisdiccional, se 

preserven derechos familiares que están por encima de cualquier derecho 

estrictamente pecuniario como es el relativo al cobro de costas. 

 
Así, la Primera Sala concluyó que el artículo 91 de la codificación procesal 

civil de Nuevo León, que prevé la condena al pago de costas, interpretado de 

conformidad con el texto del artículo 17 constitucional, pone en relieve que ese 

artículo de la legislación secundaria, en principio, es aplicable a los juicios que se 

substancien en materia civil; pero, no así a todos los litigios correspondientes a la 

materia familiar, ya que, de aplicarse a esta última materia de forma indiscriminada, 

implicaría desalentar el ejercicio o defensa de esos derechos en un juicio; 

esto último, en clara contravención a la garantía de acceso a la justicia prevista 

por el artículo 17 de la Constitución. 

 
Por ende, acorde con las consideraciones emitidas por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esta autoridad estima que la 

condena al pago de costas, prevista por la codificación procesal civil del Estado, 

tampoco es aplicable al caso concreto que versa sobre la acción de 

desconocimiento de paternidad, ya que, al verse implicados derechos de un niño, 

cuya atención es de orden público, es necesario imponer la promoción e impulso 

del ejercicio de este tipo de acciones, de manera que la imposición al pago de 

costas al vencido desalientan su ejercicio o la defensa de esos derechos en un 

juicio. 

 
Por consiguiente, en la especie no es dable imponer una condena en 

costas a alguno de los contendientes y, en todo caso, cada parte deberá 

sufragar las costas que hubieren erogado con motivo de la tramitación de este 
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juicio, acorde con el artículo 89 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado 

de Nuevo León. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, es de resolverse y se 

resuelve: 

 
Primero.- Se declara que el actor ********** demostró los hechos constitutivos 

de su acción y que los demandados no desvirtuaron lo acreditado por éste, en 

consecuencia; 

 

 
Segundo.- Se declara procedente el presente juicio ordinario civil sobre 

desconocimiento de paternidad respecto del niño identificado con las iniciales 

**********, promovido por **********en contra de ********************, del 

Oficial**********del Registro Civil de **********, así como del ******************** 

 

Tercero.- Se decreta judicialmente que el niño identificado con las iniciales 

**********no es descendiente biológico (hijo) de **********, por tanto, se priva a dicho 

niño de la filiación del referido **********, por lo que carece de derecho de llevar el 

apellido del actor, de ser alimentado por éste y de percibir la porción hereditaria y 

los alimentos que fije la ley, al no surgir el parentesco consanguíneo, en primer 

grado, en línea recta ascendente-descendente, entre el actor y el niño, dada la 

procedencia del desconocimiento de paternidad planteado. 

 
 

Cuarto.- Se declara la cancelación parcial del acta del Registro Civil número 

********** libro **********, de fecha de registro **********, levantada por el Oficial 

********** del Registro Civil de **********, relativa al nacimiento del niño identificado 

con las iniciales **********, así como la cancelación de la Clave Única del Registro 

de Población del niño. 

 
Por lo que, una vez que cause ejecutoria la presente resolución, con los 

insertos del caso y por los conductos debidos, remítase copia certificada de la 

misma al ********** ante quien se levantó el registro del acta relativa descrita en 

líneas inmediatas anteriores, a efecto que realice una anotación marginal del sentido 

del presente fallo en el acta de nacimiento del niño y en todas aquéllas en las que 

haya lugar, además, para que el oficial suprima del apartado del padre en dicha acta 

el nombre **********, de nacionalidad mexicana; asimismo, se deberá suprimir el 

nombre de los abuelos paternos, por igual, se deberá suprimir el apellido paterno 

registrado del niño identificado con las iniciales **********, debiendo quedar 

identificado con las iniciales ********** y, además, el oficial realice la anotación 
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correspondiente a la modificación de la Clave Única del Registro de Población 

(CURP) del niño. 

 
Quinto.- Se ordena cancelar la cantidad de **********, como pago de pensión 

provisional decretada en el diverso expediente **********, relativo al juicio oral de 

alimentos promovido por ********** en contra de **********, en favor del niño 

identificado con las iniciales ********** 

 
Por tanto, una vez que cause ejecutoria la presente resolución, se podrá 

hacer el ajuste en el diverso expediente. 

 

Sexto.- Acorde con el considerando octavo del presente fallo, no se hace 

condena de costas, por lo que cada parte deba sufragar las que hubiere erogado 

con motivo de la tramitación del juicio. 

 

 
Séptimo.- Notifíquese personalmente a la parte actora y demandada 

mediante su usuario del Tribunal Virtual, al Oficial ****** del Registro Civil con 

residencia en ***** ******, ***** ******, en su respectivo domicilio, al Director del 

Registro Civil en el Estado de Nuevo León y al licenciado ***** ****** ******, tutor 

designado, por instructivo que se coloca en la tabla de avisos. Así definitivamente 

juzgando lo resolvió y firma el licenciado José Antonio Nava Olvera, Secretario en 

funciones de Juez Mixto de Primera Instancia del Séptimo Distrito Judicial en el 

Estado, con facultades para acordar y sentenciar, encargado del despacho por 

ministerio de ley, por acuerdo del Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado, 

según oficio CJ-SGA-2122/2025, firmado por la Presidenta del Tribunal Superior 

de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, ante la fe del licenciado 

Marco Antonio Reyna Eguía, Secretario del juzgado que autoriza y da fe. Doy fe 

 
 
 
 

 
La resolución que antecede se publicó en el Boletín Judicial número 8984 del día 27 veintisiete de 
enero de 2026 dos mil veintiséis. Doy fe. Ciudadano Secretario. 

 
 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella información considerada legalmente como 
confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León. 


